SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA/ Improcedencia al no haber interpuesto los recursos ordinarios contra la providencia judicial objeto de la acción
“Surge de tales pruebas que las decisiones por medio de las cuales el Juzgado Cuarto de Familia inadmitió y rechazó la demanda instaurada por el actor no fueron objeto de recurso de reposición, el único que procede para esa clase de asuntos porque su trámite es en una sola instancia.”

NOTIFICACIÓN DE PROVIDENCIAS/ Imposibilidad de suplir los medios legales de notificación por mecanismos virtuales que aún no están implementados 
“Aduce el actor que no pudo ejercer su derecho de contradicción porque el auto por medio del cual se inadmitió la demanda y aquel que la rechazó, no fueron registradas en la página web de la Rama Judicial, lo que le impidió conocer el estado del proceso ya que vive en otra ciudad. Empero (…) tales providencias fueron notificadas por estado, medio legal adecuado para notificar esa clase de proveídos de acuerdo con el artículo 295 del Código General del Proceso y por tanto, el juzgado accionado no incurrió en defecto procesal alguno, ya que, además, aquella forma de comunicación digital no suple ni complementa los mecanismos legales de notificación (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias SU-241 y T-307 de 2015; Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia de 26 de mayo de 2016 -rad. 47001-22-13-000-2016-00065-01-.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, agosto doce (12) de dos mil dieciséis (2016)             

        Acta No. 385 de agosto 12 de 2016
        Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00764-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Víctor Lusbin Peña Tovar contra el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, a la que fue vinculado el Juzgado Segundo de Familia local.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 22 de enero último presentó demanda de exoneración de cuota alimentaria que le fue impuesta a favor de su hija Stepfanie Peña Patiño. Su conocimiento correspondió al Juzgado Segundo de Familia de Pereira. 
1.2 Debido a la demora e inconsistencias en el trámite, el 15 de febrero de 2016 solicitó vigilancia judicial a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda.

1.3 Casualmente, por auto de esa misma fecha, el Juzgado Segundo de Familia se declaró incompetente y al día siguiente, sin dejar que esa providencia cobrara ejecutoria, remitió las diligencias.

1.4 El 19 del mes citado, solicitó al Juzgado Cuarto de Familia de Pereira que registraran las actuaciones en la plataforma de la Rama Judicial, a efecto de poder consultar el estado del proceso a través de la página web, único medio con que cuenta para enterarse de la actuación y el 23 siguiente, a la Sala Administrativa, que continuara 

con el trámite de vigilancia judicial.

1.5 Todas esas diligencias las ha adelantado por medio de su hijastro Diego Alexánder Martínez Lemus; cuando tuvo la posibilidad económica de viajar a esta ciudad, compareció directamente al juzgado y allí le informaron que la demanda había sido inadmitida y posteriormente rechazada. Tales actuaciones no fueron cargadas a la plataforma virtual, no obstante a los varios requerimientos que elevó al despacho para que así procediera, pero le manifestaban que no estaban obligados a hacerlo.
1.6 Solicitó copias del proceso pero le informaron que debía pagarlas y volver por ellas dos días después; como reside en otra ciudad, no le era fácil esperar y por eso manifestó su deseo de tomar las fotocopias por su cuenta, para lo cual dejaría su cédula de ciudadanía como garantía, pero la respuesta fue negativa y se vio obligado a tomar fotografías del expediente. 
1.7 Considera que el Juzgado Cuarto de Familia ha vulnerado sus derechos fundamentales, debido a que: i) a pesar de haberle expuesto su situación económica no lo ha eximido de la obligación alimentaria, que considera injusta; iii) le impidió conocer las decisiones adoptadas a través de la página web y por ende ejercer su derecho de contradicción y iii) la decisión de inadmitir la demanda porque no acreditó su calidad de abogado, es contraria a derecho como quiera que él es quien solicita a nombre propio la exoneración alimentaria y se trata de un proceso de mínima cuantía en el cual, de conformidad con el artículo 390 del Código General del Proceso, no se requiere actuar por intermedio de apoderado.
1.8 El Consejo Seccional de la Judicatura no agotó los mecanismos para remediar las inconsistencias anotadas, al punto de que no le ha comunicado las resultas del trámite de vigilancia judicial.
2.- Considera lesionados los derechos al debido proceso, de defensa y al acceso a la administración de justicia y para su protección, solicita se ordene, al juzgado accionado, rehacer la actuación a partir del auto de 14 de abril del año en curso, reconsiderar su posición respecto al proceso de alimentos y registrar oportunamente las actuaciones procesales en la plataforma virtual. A la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, surtir adecuadamente el trámite de vigilancia judicial.
Pide además, se compulse (sic) copias a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda para que se investigue el proceder de los funcionarios del Juzgado Cuarto de Familia de Pereira y de la Magistrada de la Sala Administrativa de ese Consejo Seccional, y a la Fiscalía General de la Nación con el fin de que determine la posible comisión de los delitos establecidos en los artículos 413 y 414 del Código Penal. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 2 de agosto se admitió la acción, se decretaron pruebas y se ordenaron las notificaciones de rigor
.

2.- El Juez Cuarto de Familia de Pereira, al ejercer su derecho de defensa, expresó que el 16 de febrero de este año recibió de parte del Juzgado Segundo de Familia el proceso de exoneración de cuota alimentaria propuesto por el señor Víctor Lusbin Peña contra su hija Stepfanie Peña Patiño; por auto de 15 de abril siguiente inadmitió la demanda y el 28 de ese mismo mes la rechazó porque no se subsanó; ambas providencias fueron notificadas por estado de conformidad con el artículo 295 del Código General del Proceso; no se utilizó ningún sistema de registro virtual, pues el juzgado que remitió el proceso no efectuó la migración en la plataforma Siglo XXI lo que le impide al despacho de que es titular acceder y actualizar sus datos. 
3.- Los Magistrados de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura señalaron que a la solicitud de vigilancia judicial radicada por el actor, se le dio el trámite señalado en el Acuerdo PSAA11-8716 de 2011 y fue resuelta mediante Resolución CSJRR16-102 de 7 de marzo de 2016, en la que se decidió no dar apertura al trámite, conclusión a la que se llegó luego de establecer la inexistencia de la mora judicial alegada, ya que según lo informado por el Juez Cuarto de Familia, el proceso de exoneración de cuota alimentaria fue recibido el 19 de febrero de este año y el 4 de marzo siguiente se encontraba a despacho para decidir sobre su admisión, “destacándose como justificación que es un hecho notorio la grave situación del juzgado investigado (…) frente la (sic) congestión que presenta por razones exógenas”. Dicho acto fue notificado a través del correo electrónico suministrado por el demandante.
Solicitan se les desvincule de la acción, porque no han vulnerado   derechos fundamentales.
4.- El Juez Segundo de Familia guardó silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
.
3.- Considera el actor que el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira lesionó sus derechos fundamentales porque inadmitió y rechazó la demanda que instauró para obtener se le exonerara de la obligación alimentaria que se le impuso judicialmente, en razón a que no acreditó su calidad de abogado, a pesar de que actúa en causa propia y se trata de un proceso para el cual la ley no exige derecho de postulación. Además, porque no ha levantado la obligación alimentaria impuesta injustamente, ni puso en conocimiento las actuaciones adelantadas en el referido proceso por medio de la plataforma virtual de la Rama Judicial, a sabiendas de que este es el único medio con que cuenta para notificarse de ellas, ya que vive en otra ciudad. 
Por su parte, la Sala Administrativa del Consejo Seccional no desplegó las diligencias necesarias para resolver las inconsistencias del proceso. 
4.- Las pruebas documentales allegadas en el proceso y que obran en este cuaderno, acreditan los siguientes hechos:
4.1 El 22 de enero de este año, el señor Víctor Lusbin Peña Tovar instauró demanda de exoneración de cuota alimentaria contra su hija Stepfanie Peña Patiño, con sustento en que es mayor de veinticinco años y culminó sus estudios universitarios de pregrado
.

4.2 El 15 de febrero siguiente, el accionante presentó solicitud de vigilancia judicial administrativa ante el Consejo Seccional de la Judicatura, con fundamento en que al proceso no se le ha dado impulso alguno a pesar de haber transcurrido más de veinte días
.
4.3 En esa misma fecha, el Juez Segundo de Familia decidió remitir por competencia el proceso a su similar del Cuarto de Familia
.
4.4 El 25 de febrero el accionante reiteró su petición de vigilancia judicial, como quiera que el Juzgado Cuarto de Familia, al que fue enviado el proceso, no había adelantado actuación alguna
. 

4.5 Por oficio de 3 de marzo, la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura requirió al Juez Cuarto de Familia para que realizara una descripción cronológica pormenorizada de las actuaciones surtidas en el citado proceso
. 
4.6 Por Resolución No. CSJRR16-102 del 7 de marzo de 2016 esa Corporación decidió no dar apertura al trámite de vigilancia judicial administrativa, toda vez que de la “lectura del expediente, se observa que en ningún momento se ha entrado en silencio o no realización de actuaciones por parte de los diferentes Juzgados que han participado en el proceso”; se ordenó notificar esa decisión a los interesados y se indicó que contra la misma procedía el recurso de reposición dentro de los diez días siguientes
 
Esta decisión fue notificada al correo electrónico del interesado el día 14 de marzo
 y no aparece prueba de que haya sido recurrida.
4.7 Mediante auto de 14 de abril el Juzgado Cuarto de Familia inadmitió la demanda y le concedió al señor Víctor Lusbin Peña Tovar un término de cinco días para que acreditara su calidad de abogado o aclarara si pretendía se le designara un apoderado por pobre
.
4.8 Este último auto fue notificado por estado el 15 de abril y los días concedidos para subsanar la demanda vencieron en silencio el 22 siguiente
. Por auto de 28 de ese mismo mes se rechazó, y frente al mismo no se interpuso recurso alguno
.
5.- Surge de tales pruebas que las decisiones por medio de las cuales el Juzgado Cuarto de Familia inadmitió y rechazó la demanda instaurada por el actor no fueron objeto de recurso de reposición, el único que procede para esa clase de asuntos porque su trámite es en una sola instancia. 
Así entonces se halla ausente el segundo presupuesto general de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales a que se refiere la primera de las providencias transcritas en las consideraciones de este fallo.

Por tanto, como no es posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni es viable emplearla como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para suplir la negligencia del interesado a la hora de emplearlos, se declarará improcedente el amparo por el motivo que se analiza.

6.- Aduce el actor que no pudo ejercer su derecho de contradicción porque el auto por medio del cual se inadmitió la demanda y aquel que la rechazó, no fueron registradas en la página web de la Rama Judicial, lo que le impidió conocer el estado del proceso ya que vive en otra ciudad
. Empero, como ya se expresara, tales providencias fueron notificadas por estado, medio legal adecuado para notificar esa clase de proveídos de acuerdo con el artículo 295 del Código General del Proceso y por tanto, el juzgado accionado no incurrió en defecto procesal alguno, ya que, además, aquella forma de comunicación digital no suple ni complementa los mecanismos legales de notificación. De otro lado, frente a esa forma de notificación, tampoco interpuso recurso alguno. Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“3. Al margen de lo anterior, las irregularidades a que hace referencia el peticionario en el trámite de notificación de los proveídos del 15 de diciembre de 2014, y 26 de enero de 2015, no constituye razón suficiente para acceder a la protección deprecada, toda vez que aquéllos proveídos se notificaron en la forma establecida en la legislación procesal que gobierna el asunto, esto es, por medio de anotación en estado fijada los días 18 de diciembre de 2014 y 28 de enero del año pasado, respectivamente, tal y como lo establece el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil-vigente para esa época-, sin que pueda aceptarse que las publicaciones que de los procesos se realizan en listas, libros radicadores o bases de datos magnéticas, de modo alguno suplan las formas de enteramiento legal, toda vez que éstas únicamente constituyen una herramienta de información.

De ahí, que aunque aduzca la parte actora que consultó la información en la página web de la rama judicial y que en ella no se registró la providencia antedicha, esa circunstancia no genera la vía de hecho alegada, toda vez que en el expediente existe constancia de haberse surtido en debida forma la notificación por estado, lo cual permite concluir que el Juzgado accionado no incurrió en yerro alguno en dicha actuación procesal.

Y es que, así dicha dependencia judicial haya omitido realizar oportunamente la actuación en la base de datos de la página institucional, ello no tiene el alcance de quebrantar las garantías reclamadas. De tal forma lo ha reiterado la Corte en casos similares en los que ha expresado: 

(…) no es de recibo argüir a la confianza que depositó en el sistema de gestión de procesos, toda vez que éste no es más que un instrumento de información que no exonera a los sujetos procesales de examinar físicamente el expediente en el que tienen interés, al punto, es preciso recordar que esta Sala en múltiples ocasiones ha dicho que ‘el sistema de gestión constituye una herramienta que facilita a la administración de justicia el cumplimiento efectivo de sus cometidos, en particular, otorgar publicidad a las actuaciones judiciales, a la vez que permite a los ciudadanos el acceso a la administración de justicia. Sin embargo, la información que se da conocer en los computadores de los juzgados son ‘meros actos de comunicación procesal’ y no medios de notificación, por lo mismo los apoderados no quedan exonerados de la vigilancia necesaria sobre los expedientes…» (CSJ STC 3 feb. 2012, Rad. 011-01734-01).

4. Además, ningún reparo hizo la reclamante a la notificación que por estado se hizo de la providencia referida, pues es claro que el ordenamiento procesal civil prevé la forma en que debe surtirse tal enteramiento y a ella deben atenerse las partes, sin perjuicio de que el Juzgado haga uso del programa virtual de gestión judicial para alimentar la base de datos de cada proceso con las actuaciones surtidas, ya que esta herramienta tecnológica aún no ha sido autorizada para sustituir los procedimientos previstos en la normatividad vigente, de modo que los sujetos intervinientes deben asumir la carga de examinar y hacer el seguimiento de rigor al respectivo expediente.”

Así las cosas, como queda desvirtuada la vulneración por una supuesta indebida notificación, se negará el amparo reclamado por la razón que se acaba de analizar.
7.- La misma decisión se adoptará frente a la tutela que se solicita respecto de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, porque de acuerdo con las pruebas incorporadas a la actuación, aquella Corporación, mediante Resolución No. CSJRR16-102, negó dar apertura a la vigilancia judicial administrativa solicitada, decisión que se le comunicó al actor
. Por tanto, puede inferirse, que no es cierta la manifestación que contiene la demanda, en cuanto se expresó que ninguna decisión se había adoptado en el referido trámite.
8.- Se declarará improcedente la protección respecto del Juzgado Segundo de Familia de Pereira, porque aunque dejó de notificar por medio alguno el auto que ordenó remitir por competencia el proceso al Juzgado Cuarto de Familia, no se satisface el primero de los presupuestos generales de procedencia a que se refiere la sentencia ya mencionada. En efecto, el asunto no tiene relevancia constitucional en razón a que de acuerdo con los hechos de la demanda, el actor se enteró de que así se había procedido antes de que el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira dictara el auto que inadmitió la demanda.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E  :

PRIMERO.- Declarar improcedente la acción de tutela promovida por el señor Víctor Lusbin Peña Tovar contra los Juzgados Segundo y Cuarto de Familia de Pereira y negarla frente a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda.
SEGUNDO.- Notificar esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- De no ser impugnada esta sentencia, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,
                 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS



   (Ausente con causa justificada)
� La acción constitucional proviene de la Sala Civil Familia de Tunja, corporación que la remitió por competencia. 


� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folios 53 a 55.


� Folios 25 y 26


� Folios 56 y 57


� Folio 30


� Folio 59


� Folio 65 a 68


� Folio 69, 70 y 78


� Folio 61


� Folio 62


� Folio 62


� La ciudad de residencia corresponde a Sogamoso, Boyacá.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 26 de mayo de 2016, M.P. Ariel Salazar Ramírez. Radicación n.° 47001-22-13-000-2016-00065-01


� A folios 79 y 80 consta la solicitud de vigilancia judicial administrativa presentada por el demandante en cuyo acápite de notificaciones aparece el correo electrónico adjuridicos@gmail.com, dirección a la que efectivamente fue remitida la notificación, como se aprecia a folios 69 y 70.
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